PROYECTO DE DECLARACIÓN

LA HONORABLE CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES

DECLARA:
Que vería con agrado que la Provincia de Buenos Aires adhiera, en todos sus términos, a la Ley Nacional 24.901, sobre prestaciones básicas en habilitación y rehabilitación integral a favor de las personas con discapacidad.

FUNDAMENTOS

            De acuerdo con estudios realizados por la Organización Panamericana de la Salud, América Latina tiene una población de ochenta y cinco millones (85.000.000) de personas con capacidades especiales. De esta población, se calcula que sólo el dos por ciento (2%) tiene acceso a los programas de salud, educación y rehabilitación acordes con los requerimientos propios de la discapacidad.

             Si bien  ha habido numerosos avances en el camino hacia el reconocimiento de la igualdad de oportunidades de la personas y en particular en el reconocimiento normativo de los derechos de las personas discapacitadas;. la reformulación del sistema institucional - refiriéndonos especialmente al sistema de seguridad social, salud, educación, empleo - de la década de 1990, se aceleró durante los última crisis económica y afectó la efectiva vigencia de los derechos humanos económicos, sociales y culturales, y en especial, de los grupos en condición de vulnerabilidad, dentro de los cuales se incluyen las personas con discapacidad

            Transcurridos ya cinco años consecutivos de recesión económica, nuestro país, y en particular, nuestra Provincia, experimentan un importante crecimiento, sin embargo aún persisten problemas en cuanto a la redistribución y acceso a los bienes y servicios

Visto desde la perspectiva de los derechos humanos -tanto civiles y políticos como económicos, sociales y culturales—, en materia de discapacidad, prevalece una situación marcada por persistentes violaciones de esos derechos, donde las condiciones de subestimación, marginación, discriminación, pobreza y miseria, son pertinaces acompañantes de la inmensa mayoría de las personas con discapacidad.

              Lamentablemente carecemos de  registros o estudios censales , encuestas e investigaciones diversas y amplias, que "ausculten con rigor y objetividad, una realidad caracterizada por la exclusión social, en la cual todavía domina la imprecisión, condición que impide tener una verdadera dimensión sobre los problemas existentes en sus cifras más exactas

             Como ejemplo de este déficit de información podemos mencionar la inexistencia de registros adecuados sobre la cantidad de discapacitados; la multiplicidad de niveles de discapacidad y la inexistencia de información sobre la posible cantidad de personas discapacitadas que necesitan tratamiento o rehabilitación. De todos modos, a pesar de estas dificultades, es posible realizar algunos cálculos estimativos Según la Declaración de Cartagena de Indias, del 30 de octubre de 1992, La Organización Mundial de la Salud estima que al menos 10% de la población de América Latina está afectada por algún tipo de discapacidad. Es razonable prever que este último porcentaje en Argentina debe haber disminuido notablemente gracias a las políticas implementadas, que nos han permitido salir de la crisis, ya que en el periodo comprendido entre octubre de 2000 y mayo de 2002 la población que no podía acceder a una canasta básica de alimentos se  había duplicado. Hoy, en virtud de un nuevo gobierno nacional y provincial, la realidad es mucho  menos agorera. Sin embargo, las crisis estructurales dejan su huella a largo plazo, la pobreza ha afectado a niños en edad de crecimiento, tuvimos índices de desnutrición alarmantes y aún no sabemos con claridad el saldo de semejante situación

            Las personas con discapacidad  no han escapado de esta lógica de agravamiento, debido a que uno de los principales problemas que tenemos que enfrentar es la estrecha vinculación entre el aumento de la pobreza y el de la población con discapacidad. Precisamente es lo que ocurre en los países en vías de desarrollo. A modo de ejemplo podemos citar el caso de Ecuador, donde, según un análisis recientemente realizado, el porcentaje de personas con discapacidades supera con creces el promedio estimado por la OMS. Así encontramos que el porcentaje de personas con discapacidad asciende al 13,2% de la población. Causas imputables: Desnutrición crónica (55 % de los niños entre 0-5 años), falla de vacunación (a la que accede sólo el 33 % de los niños), enfermedades infecto contagiosas, embarazos continuos y falta de control prenatal, entre otros.

            En conclusión, lo reseñado no implica que la exclusión de las personas con discapacidad sea privativa de la situación actual,   históricamente no han sido objeto prioritario dentro de las políticas públicas. Por otra parte  y como secuela de la crisis, persiste el agravamiento de la situación de desamparo y la necesidad de urgente solución. Argentina es Estado parte del Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, PIDESC, que tiene además en nuestro ordenamiento Jurídico, jerarquía constitucional, a partir de su incorporación expresa por el art. 75 inc. 22 de la Constitución Nacional. El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales,  órgano de fiscalización del PIDESC, ha dictado la Observación General No 5/94 sobre personas con discapacidad.

           En relación a las Obligaciones Generales de los Estados: "la obligación de los Estados Partes en el Pacto de promover la realización progresiva de los derechos correspondientes en toda la medida que lo permitan los recursos disponibles exige claramente de los gobiernos que hagan mucho mas que abstenerse sencillamente de adoptar ciertas medidas que pudieran tener repercusiones negativas para las personas con discapacidad. En el caso de este grupo tan vulnerable y desfavorecido, la obligación consiste en adoptar medidas positivas para reducir las desventajas estructurales y para dar trato preferente apropiado a las personas con discapacidad, a fin de conseguir los objetivos de la plena participación a igualdad dentro de la sociedad para todas ellas. Esto significa que, en la casi totalidad de los casos, se necesitarán recursos adicionales para esta finalidad, y que se requerirá la adopción de una extensa gama de medidas elaboradas especialmente" (pto. 9).

         “Los Estados deben adoptar medidas para hacer que la sociedad tome mayor conciencia de las personas discapacitadas, sus derechos, sus necesidades, sus posibilidades y su contribución. (Normas Uniformes de la ONU sobre la igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad - pto. 1)"

            La escasa participación de las personas con discapacidad, en la vida política y ciudadana, en mérito a las múltiples barreras que deben sortear para acceder a ello, genera la invisibilidad de los problemas que la discapacidad conlleva, como así también, de las variadas soluciones que ameritarían ponerse en práctica para posibilitar su verdadera integración social. La persona con discapacidad, como sujeto pleno de derecho, no existe en la vida social y política. No existe, a priori, la idea social de que la persona con discapacidad, estudia, trabaja, se casa. procrea y envejece, como el resto de los integrantes de la sociedad. Ni la misma persona con discapacidad, en muchos casos, se reconoce como tal, no conoce sus derechos, ni reclama la posibilidad de ejercerlos.

             Mayoritariamente, a la palabra discapacidad, se asocian términos tales como asistencia, solidaridad, vergüenza, temor, voluntarismo, piedad, resignación, caridad. Difícilmente, la palabra discapacidad encuentra relación con voces tales como eficiencia, rendimiento, competitividad, normalidad, capacidad y cuando lo hace, se toman como casos excepcionales o derivados de la necesidad de superación que les impone la misma discapacidad y no como la consecuencia natural de las otras características personales.

              Si bien, en las épocas más recientes se han implementado campañas de concientización, respecto a las capacidades remanentes de las personas con discapacidad, en casi ninguna de ellas aparece su imagen como parte integrada efectivamente a la sociedad.

       En cuanto al problema de Salud, la ONU recomienda que “los Estados deben asegurar la prestación de atención médica eficaz a las personas discapacitadas. (Normas Uniformes de la ONU sobre la igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad - pto. 2)"

"Rehabilitación. Los Estados deben asegurar la prestación de servicios de rehabilitación para las personas discapacitadas a fin de que logren alcanzar y mantener un nivel óptimo de autonomía y movilidad (Normas Uniformes de la ONU sobre la igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad • pto. 3)".

          Argentina se hace eco de esta demanda, la Ley nacional 24.901 de Prestaciones  Básicas en habilitación y rehabilitación personas con discapacidad, prevé una asistencia integral. Tal marco normativo permite, a las personas con capacidades especiales, devolverles su visibilidad, sacarlas de su aislamiento, haciendo de esta ley una herramienta más para su plena integración en la sociedad, por lo tanto sería un avance cualitativo en materia de salud, el hecho de que la Provincia adhiera a esta norma. Acción que, claro está, se inscribiría en el nuevo rumbo político que ha tomado el Estado provincial en materia de cuestiones tan sentidas, como salud, justicia y derechos humanos.

              Por lo expuesto, y en virtud de legislar a favor de los sectores más vulnerables, es que solicito a los Señores Diputados acompañen con su voto la aprobación del presente proyecto.

